El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 17 de octubre de 2017

Proceso:
Acción de Tutela – Concede
Radicación Nro.:
66001-22-13-000-2017-01106-00
Accionante: 
Luz Dary del Socorro Quintero Arias
Accionado:
Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, a la que fue vinculada la Dirección Nacional de Sanidad de la Policía Nacional.
Magistrado Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 
SALUD / PROCEDIMIENTO QUIRÚRGICO POR LAPAROSCOPIA / HISTERECTOMÍA / SE ENCUENTRA EN EL PLAN DE / CONCEDE / NO CONCEDE TRATAMIENTO INTEGRAL  – En efecto, de acuerdo con la historia clínica de la actora , el referido procedimiento le fue recomendado por médico adscrito a la entidad demandada para el manejo del dolor persistente de pelvis, lo que permite inferir que no brindárselo lesiona sus derechos a la dignidad y la integridad física, sin que se haya demostrado científicamente que pueda ser sustituido por otro que haga parte del plan de beneficios, ni que cuente la paciente con los recursos para costear de manera particular su valor  .

En estas condiciones, se puede concluir que la Dirección Seccional de Sanidad lesionó los derechos a la salud y a la vida digna de la demandante, al abstenerse de brindar una prestación médica que a pesar de no estar incluida en el plan obligatorio, debe cubrirla porque se cumplen los presupuestos jurisprudenciales para ese efecto, sin que sea uno de ellos el de obtener la aprobación por el Comité Técnico Científico, como lo sostiene y el que se obtuvo  solo el 9 de este mes, a pesar de que la intervención de ordenó desde el 18 de mayo, y que tampoco aún se realiza.

Por tanto, se concederá el amparo solicitado..

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre diecisiete (17) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 533 del 17 de octubre de 2017


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-01106-00 
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora Luz Dary del Socorro Quintero Arias contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, a la que fue vinculada la Dirección Nacional de Sanidad de la Policía Nacional.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató la accionante que el 18 de mayo pasado, su médico tratante, para el manejo del dolor pélvico que sufre, le recomendó la práctica del procedimiento de histerectomía total por laparoscopia, el cual, según ese profesional, se encuentra incluido en el POS. A pesar de las reiteradas peticiones que ha elevado a la Dirección de Sanidad para que le autoricen ese servicio, no se le ha dado una respuesta concreta.
2. Considera lesionados sus derechos a la salud, la vida digna y la seguridad social. Para protegerlos, solicita se ordene a la demandada autorizar y practicar de forma inmediata la citada intervención. Además, garantizarle un tratamiento integral respecto de los servicios médicos que se deriven de la patología que padece.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 4 de octubre se admitió la acción y se ordenó vincular al Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional.
2. Solo se pronunció el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda. Manifestó que se han agotado todos los mecanismos administrativos necesarios para satisfacer las necesidades de sus usuarios. Sin embargo, carecen de capacidad para brindar prestaciones diferentes al primer nivel ambulatorio y por tanto, para las demás, debe contratar con centros clínicos externos de segundo, tercero y cuarto nivel de complejidad, efecto para el cual se debe surtir el trámite establecido en las normas que regulan la contratación pública. En este caso, el procedimiento de histerectomía total por laparoscopia se encuentra excluido del POS y por tal motivo, se debe adelantar el trámite respectivo ante el Comité Técnico Científico de la entidad. Este, en el mes de agosto pasado, requirió a la accionante para que allegara los resultados de los exámenes de ecografía y citología y el 9 de octubre siguiente procedió a aprobar el servicio de salud ordenado. En la actualidad está pendiente expedir la autorización correspondiente; obtenida, lo informarán al despacho y a la accionante. Solicita se niegue el amparo y se desestime la pretensión del tratamiento integral, pues se dejó de manifestar los otros servicios de salud que se encuentran pendientes.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si la entidad demandada y la vinculada, lesionaron el derecho a la salud de la accionante, al no practicarle la intervención ordenada por su médico tratante.

3. De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la salud es un derecho de carácter fundamental y autónomo y para que proceda su amparo por vía de tutela no necesariamente debe estar en conexidad con otro que participe de la misma naturaleza
.

4. Como lo demuestra el carné aportado con la demanda
, la peticionaria se encuentra afiliada al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, que regula el Decreto 1795 de 2000, y que en el artículo 27 dispone: 

“Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. Además cubrirá la atención integral para los afiliados y beneficiarios del SSMP en la enfermedad general y maternidad, en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación. Igualmente tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en Hospitales, Establecimientos de Sanidad Militar y Policial y de ser necesario en otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”

5. El procedimiento de histerectomía total por laparoscopia no está incluido en el listado del anexo No. 1 del acuerdo 052 de 2013, por medio del cual se establece el Manual Único de Medicamentos y Terapéutica para el SSMP. 

6. No obstante, en su jurisprudencia, la Corte Constitucional ha trazado las reglas para que el juez de tutela inaplique las normas que regulan los planes de salud obligatorios cuando se recomienda alguno por fuera de él. Al respecto ha indicado:
“Según la jurisprudencia constitucional, las entidades promotoras de salud (E.P.S.) tienen la obligación de suministrar a sus afiliados estaciones no contempladas en el Manual de Actividades, Intervenciones y Procedimientos o en el Manual de Medicamentos del Plan Obligatorio de Salud cuando: a) la falta de medicamentos excluidos amenaza los derechos fundamentales a la vida, la dignidad o la integridad física; b) el medicamento no puede ser sustituido por otro de los contemplados en el plan obligatorio de salud o que pudiendo serlo, el sustituto no tenga el mismo nivel de efectividad que el excluido del plan; c) el paciente no puede sufragar el costo de lo requerido d) que el medicamento haya sido prescrito por un medico (sic) adscrito a la E.P.S. a la cual se encuentra afiliado el paciente que demanda el servicio.
Estos criterios, inicialmente definidos respecto de prestaciones no señaladas en el Plan Obligatorio de Salud, han sido aplicados de manera análoga para otros planes de salud, y por tal razón considera esta Sala de Revisión que pueden aplicarse respecto de prestaciones excluidas del Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial.
 (rayas ajenas al texto original)
Tales requisitos se satisfacen en el caso concreto.
En efecto, de acuerdo con la historia clínica de la actora
, el referido procedimiento le fue recomendado por médico adscrito a la entidad demandada para el manejo del dolor persistente de pelvis, lo que permite inferir que no brindárselo lesiona sus derechos a la dignidad y la integridad física, sin que se haya demostrado científicamente que pueda ser sustituido por otro que haga parte del plan de beneficios, ni que cuente la paciente con los recursos para costear de manera particular su valor
 .
7. En estas condiciones, se puede concluir que la Dirección Seccional de Sanidad lesionó los derechos a la salud y a la vida digna de la demandante, al abstenerse de brindar una prestación médica que a pesar de no estar incluida en el plan obligatorio, debe cubrirla porque se cumplen los presupuestos jurisprudenciales para ese efecto, sin que sea uno de ellos el de obtener la aprobación por el Comité Técnico Científico, como lo sostiene y el que se obtuvo  solo el 9 de este mes, a pesar de que la intervención de ordenó desde el 18 de mayo, y que tampoco aún se realiza.
Por tanto, se concederá el amparo solicitado.

8. En relación con el tratamiento integral solicitado, la Ley 1751 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones, establece en su artículo 8º que: 

“La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario.

En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada.”
Sobre ese nivel de atención, ha dicho la Corte Constitucional:

“El tratamiento integral está regulado en el Artículo 8° de la Ley 1751 de 2015, implica garantizar el acceso efectivo al servicio de salud, lo que incluye suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno independientemente de que se encuentren en el POS o no”
.  Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con calidad”
…

El tratamiento integral también implica la obligación de no fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con el principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, obliga a prestar los servicios de salud de modo adecuado e ininterrumpido
. Para tal efecto, las entidades de salud deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de sus servicios y los mismos sean brindados de forma coordinada y armónica… 

Como corolario de lo anterior se tiene que, el tratamiento integral implica prestar los servicios de salud de manera oportuna, continúa e ininterrumpida. Los trámites administrativos no pueden ser excesivos y en ningún caso justifican la demora o la negación en el cumplimiento de una orden del médico tratante, de lo contrario se lesiona el derecho fundamental a la salud…

Por último, se resalta que ese desarrollo de funciones, garantista y protector al que están obligados los operadores del sistema de salud, también debe guiar la actuación del juez constitucional…”
.
Esta Sala ha sostenido de manera reiterada que las órdenes de carácter genérico no proceden en materia de tutela, en virtud de que el artículo 86 de la Constitución Política la concibió como mecanismo excepcional de protección y con la finalidad exclusiva de otorgar amparo directo, efectivo e inmediato a los derechos fundamentales de las personas frente a vulneraciones concretas de que puedan ser objeto.

De modo que como no se puede partir de la presunción de que las EPS se abstendrán de brindar la atención que requiere el paciente y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, sin existir orden del médico tratante, ha adoptado una posición intermedia que garantiza la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad encargada de prestar los servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional, siguiendo de cerca la jurisprudencia que también lo ha ordenado para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho. 

En esas condiciones, como en el caso objeto de estudio está acreditado que la accionante se encuentra en tratamiento para el manejo de dolor pélvico crónico, se considera necesario suministrar la atención integral que requiera con motivo de esa enfermedad, de conformidad con la jurisprudencia transcrita y teniendo en cuenta su cuadro patológico y la necesidad que tiene para que el servicio sea brindado de forma eficiente, oportuna y continuo.

8. En conclusión, se concederá el amparo solicitado y para proteger el derecho a la salud de que es titular la accionante, se ordenará al Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional y al Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional, que dentro del ámbito de sus competencias, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la  notificación de esta providencia, procedan a autorizar a la demandante el procedimiento de histerectomía total por laparoscopia, el que deberá ser practicado dentro de los diez días siguientes. Además, que le garanticen la atención integral que requiera para el manejo de su diagnóstico de dolor pélvico crónico, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policial.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: CONCEDER la tutela solicitada por Luz Dary del Socorro Quintero Arias frente a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda y el Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional.
SEGUNDO: Se ordena al Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, y al Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional, en el ámbito de sus competencias, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, procedan a autorizar a la demandante el procedimiento de histerectomía total por laparoscopia, el cual deberá ser practicado dentro de los diez días siguientes y suministrarle el tratamiento integral que requiera para el manejo de su enfermedad de dolor pélvico crónico, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, esté o no incluido en el plan de servicios de sanidad militar y policial.

(Continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-22-13-000-2017-01106-00)

TERCERO: Notifíquese esta providencia a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-760 de 2007


� Ver  folio 15


� T-469 de 2006 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 


� Folio 10


� Corte Suprema de Justicia, sentencia STC4908 del 21 de abril de 2016, MP. Dr. Ariel Salazar Ramírez


� Al respecto, ver entre otras las sentencias T-872 de 2012 y T-395 de 2015.


� T-611 de 2014


� Ver, entre otras, las sentencias T-111 de 2013 y T-970 de 2007.


� Sentencia T-081 de 2016





9

